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Derecho a la integridad personal

La investigación y el análisis del derecho
a la integridad personal que realiza Pro-
vea considera cinco patrones de viola-

ciones: la tortura; los tratos o penas crue-
les, inhumanos o degradantes; los heridos;
los allanamientos ilegales y las amenazas u
hostigamientos.

Como casos de tortura son catalogados
aquellos donde un funcionario público infli-
ge intencionalmente a una persona dolores o
sufrimientos graves, ya sean físicos o menta-
les, con el fin de obtener información, confe-
sión bajo coacción o la inculpación de terce-
ros en hechos punitivos. Cuando el dolor in-
fligido busca como fin castigar, intimidar, dis-
criminar o cualquier otra razón, se catalogan
como casos de tratos o penas crueles, inhu-
manos o degradantes. Los daños graves cau-
sados a personas mediante armas de fuego,
peinillas u otros instrumentos que ocasionan
daño físico, empleados por funcionarios de
seguridad como resultado de la violencia in-
necesaria o por abuso de poder, se conside-
ran casos de heridos. Son catalogados como
allanamientos ilegales todos aquellos que se
realicen sin una orden escrita expedida por un
juez de control o que ocurren en situaciones
no excepcionales en las que resulte la única
forma de prevenir la ocurrencia de un delito.
Por último, cuando un funcionario público
actúa intencionalmente, de forma abierta o
encubierta, con la finalidad de provocar en la
persona un temor fundado de sufrir un aten-
tado o restricción de su integridad física o

Toda persona tiene derecho a que se respete
su integridad física, psíquica y moral [...]

Ninguna persona puede ser sometida a penas,
torturas o tratos crueles, inhumanos o
degradantes. Toda víctima [...] tiene derecho
a la rehabilitación.

Toda persona privada de libertad, será tratada
con respeto debido a la dignidad inherente
al ser humano...

Toda persona detenida tiene derecho
a comunicarse de inmediato
con sus familiares, abogado o abogada
o persona de su confianza...

El hogar doméstico, el domicilio, y todo
recinto privado de personas es inviolable.
No podrán ser allanados, sino mediante
orden judicial.

Artículos 46, 44 y 47
de la Constitución de la República

Bolivariana de Venezuela
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moral, libertad y seguridad personales, se ca-
lifica como amenazas u hostigamientos.

Durante el período que cubre el presente
Informe, Provea registró un total de 318 de-
nuncias de casos, entre colectivos e indivi-
duales, de violaciones al derecho a la integri-
dad personal. Las víctimas de estos casos fue-
ron 848, lo que significa un significativo incre-
mento del 49,56% con respecto al período an-
terior, en el que se registraron 567 personas
vulneradas en su derecho a la integridad.

inhumanos o degradantes sufrieron un impor-
tante incremento del 93,33% y 93,31% respec-
tivamente, mientras que el aumento de heri-
dos y allanamientos ilegales fue del 31,93% y
11,11% respectivamente.

En relación con las características de las
víctimas, continúan siendo predominantemen-
te del sexo masculino. Del total de víctimas,
433 (51,06%) fueron hombres, mientras que 112
(13,21%) fueron mujeres. No obtuvimos infor-
mación sobre el sexo al que pertenecen1  303
víctimas. Además, se registraron violaciones
al derecho a la integridad de 139 niños, niñas o
adolescentes, 52 de ellos con menos de 12 años
y 87 con edades comprendidas entre los 12 y
los 18 años2. Estos datos reflejan un incremen-
to del 82,89% con respecto al año anterior, cuan-
do se registraron 76 víctimas. Entre los grupos
afectados por violación a este derecho desta-
can3: 16 periodistas, 23 reclutas o soldados, 39
familiares de víctimas o testigos de violacio-
nes a los derechos humanos, y 300 integrantes
o simpatizantes de partidos de oposición, quie-
nes representan el 35,38% del total de las vícti-
mas. Vale resaltar que el 35,73% del total de
violaciones (303) ocurrieron durante las mani-
festaciones, realizadas por la oposición, cono-
cidas como “La Guarimba”, ocurridas entre el
27.02.04 y el 05.03.044.

De los 101 cuerpos de seguridad que exis-
ten en Venezuela5, 43 reportan denuncias por

1. De un total de 848 víctimas registradas por Provea, se cuenta con información sobre el sexo de 553 de ellas, lo
que representa un 64,60% del total.

2 . De un total de 848 víctimas registradas por Provea, se cuenta con información sobre la edad de 299 de ellas, lo
que representa un 34,93% del total.

3 . En el análisis de este derecho, Provea clasifica a las víctimas según su ocupación, filiación política u otra carac-
terística relevante que permita identificar algún patrón recurrente en las violaciones. De un total de 856 víctimas
registradas por Provea, se pudieron ubicar en alguna categoría a 558 de ellas, lo que representa un 65,19% del
total. Para el resto de los casos no se consideró relevante esta información. Los sectores identificados por Provea
para este período fueron: periodistas; defensores de derechos humanos; reclutas y soldados; funcionarios públi-
cos; indígenas; familiares, víctimas o testigos de violaciones a los derechos humanos; personas detenidas o
encarceladas; niñas, niños o adolescentes; e integrantes o simpatizantes de partidos de oposición.

4 . Ver más detalles en el cuadro titulado “Sucesos del 27 de febrero al 5 de marzo de 2004” en este capítulo y en el
recuadro “Plan Guarimba” en el capítulo “Respuestas organizativas de la sociedad”, en este Informe.

5 . En Venezuela hay 101 cuerpos de seguridad constituidos por: 24 policías estadales, 71 policías municipales, 2
policías nacionales (una judicial y otra política) y 4 componentes de la Fuerza Armada Nacional (FAN).

PatrónPatrónPatrónPatrónPatrón

Torturas 30 58 93,33%
Tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes 254 491 93,31%
Heridos 119 157 31,93%
Allanamientos ilegales 54 60 11,11%

Amenazas u hostigamiento 110 82 -25,45%
TotalTotalTotalTotalTotal 567 848 49,56%

FuenteFuenteFuenteFuenteFuente: Elaboración propia. Base de datos de Provea.

Cuadro N° 1
Comparación del número de víctimas de

violaciones al derecho a la integridad personal
Períodos oct. 02 – sep. 03 y oct. 03 – sep. 04
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Este incremento se registra en 4 de los 5
patrones analizados, donde solo el patrón de
amenazas u hostigamientos presentó una dis-
minución del 25,45% respecto al año anterior.
Los patrones tortura y tratos o penas crueles,
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violaciones a  este derecho (42,57%). En cuan-
to a la distribución de los casos, los cuerpos
de seguridad del ámbito nacional son respon-
sables del 53,30% del total. Entre ellos desta-
ca la Guardia Nacional (GN) con 329 víctimas
(38,80%). Las  policías del ámbito regional o
estadales (PE), fueron señaladas como las res-
ponsables de 264 casos (31,13%), de las cua-
les,  al igual que en el período anterior, desta-
ca como la más denunciada la Policía del Edo.
Aragua (PEA) con 83 víctimas (9,79%).Le si-
gue la PE del Edo. Táchira con 27 víctimas
(3,18%) y la PE del Edo. Bolívar con 26 (3,07%).
El conjunto de policías municipales (Pol.
Mcpal.) registró un total de 82 víctimas
(9,67%), destacando la Policía del Municipio
Urdaneta (Edo. Miranda), denunciada por 14
personas (1,65%). Por último, la actuación de
distintos cuerpos de seguridad en acciones
conjuntas dejó un saldo de 47 víctimas
(5,54%) y se registraron 3 casos donde se
desconoce la identidad del cuerpo de seguri-
dad que actuó (0,35%).

6. El artículo 182 del Código Penal, en el que se tipifica la tortura, se refiere solo a los casos en que las víctimas están
bajo custodia y es directa la responsabilidad de un funcionario. Ello hace que se trate de una tipificación insuficiente,
pues excluye otras circunstancias, además de la instigación, el consentimiento o aquiescencia de un funcionario.

con 158 (18,63%), el Edo. Zulia con 127
(14,98%), el Edo. Aragua con 108 (12,74%) y
el Edo. Bolívar con 102 (12,03%).

En esta oportunidad, al igual que el perío-
do pasado, la Defensoría del Pueblo (DP) no
publicó el anuario correspondiente al año 2003,
ni siquiera el esperado para el 2002, lo que
impidió contar con la información complemen-
taria necesaria para desarrollar un análisis más
completo. Sin embargo, hay que destacar
como positivo la presentación oportuna, por
parte de la DP, del informe preliminar de dere-
chos humanos sobre los sucesos del 27 de
febrero al 05 de marzo, el cual fue publicado el
25.03.04, y cuenta con una amplia descripción
de los hechos ocurridos, una lista exhaustiva
de víctimas  y un capítulo completo de reco-
mendaciones a los Poderes Públicos.

Provea coincide con la Red de Apoyo en
cuestionar que “El Estado no ha cumplido
con la obligación señalada en la disposi-
ción transitoria cuarta de la Constitución
Nacional de la República Bolivariana de
Venezuela, donde se indica que durante el
primer año (contado a partir de su instala-
ción en agosto 2000) la Asamblea Nacional
debía aprobar la legislación sobre la san-
ción a la tortura, sea mediante ley especial o
reforma del Código Penal6. Se observa con
preocupación que aún no se ha promulgado
una Ley que prevenga y sancione la tortura,
instrumento legal que consideramos de suma
importancia para impulsar la erradicación
de la tortura en nuestro país. [...]en la prác-
tica poco se ha hecho en el diseño y ejecu-
ción de políticas públicas contra este flage-
lo, que es cotidiano en los sectores más po-
bres de la población y casi nada se ha avan-

Á m b i t oÁ m b i t oÁ m b i t oÁ m b i t oÁ m b i t o N °N °N °N °N ° %%%%%
d e  V í c t i m a sd e  V í c t i m a sd e  V í c t i m a sd e  V í c t i m a sd e  V í c t i m a s

Nacional 452 53,30 %

Regional 264 31,13 %

Municipal 82 9,67 %

Acciones Conjuntas 47 5,54 %

Sin información 3 0,35 %

T o t a lT o t a lT o t a lT o t a lT o t a l 8 4 88 4 88 4 88 4 88 4 8 1 0 0 %1 0 0 %1 0 0 %1 0 0 %1 0 0 %

FuenteFuenteFuenteFuenteFuente: Elaboración propia. Base de datos de Provea.

Cuadro N° 2

N° de víctimas según ámbito
de los organismos denunciados

Las cuatro entidades federales que con-
centran el mayor número de víctimas de viola-
ciones a la integridad personal son: Caracas
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zado en el cumplimiento de las  recomenda-
ciones del ‘Relator Especial Contra la Tor-
tura’ (1996) y del ‘Comité Contra la Tortu-
ra’ (1999 y 2002)” 7.

Por último, el 24.10.04 la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)
publicó su informe sobre la visita in loco rea-
lizada el 06.05.02. En el mismo  analiza la situa-
ción de derechos humanos en Venezuela y
sobre el derecho a la integridad personal con-
cluye que “el agravamiento del conflicto
institucional en Venezuela se ha proyectado
en actos de violencia que repercutieron tan-
to en atentados contra la vida, como en nu-
merosos atentados contra la integridad per-
sonal. [...] la tortura se sigue practicando en
dependencias policiales e incluso en el mar-
co de las investigaciones judiciales, con el
fin de intimidar a los detenidos, y obtener
sus confesiones. Asimismo, se observa el in-
cumplimiento de los órganos competentes del
Estado de su deber de investigar las denun-
cias sobre estos casos y sancionar a los res-
ponsables, los que generalmente quedan
impunes, estimulándose así la reiteración de
esas conductas, y la ausencia de procedi-
mientos de vigilancia efectivos sobre el res-
pecto a la integridad física de los detenidos
en los centros de detención, tanto civiles
como militares. [...] los agentes policiales son
los principales responsables por los casos
de tortura, ya que estas se producen princi-
palmente en las comisarías policiales. Las
torturas son aplicadas básicamente a perso-
nas detenidas o investigadas”8. Entre las re-
comendaciones realizadas destacan: “1. Que
se adopten las medidas necesarias para

asegurar que los hechos de tortura sean
calificados y sancionados como tales por
los órganos jurisdiccionales competentes.
[...] 8. Que sea incorporado al derecho in-
terno, ya sea legislativamente o por vía
jurisprudencial, la exclusión de toda prue-
ba obtenida bajo tortura o trato cruel, inhu-
mano o degradante, como está consagrado
en la Convención Interamericana Para Pre-
venir y Sancionar la Tortura. Así mismo, ha-
cer extensiva esta regla de exclusión a toda
prueba derivada de procedimientos irregu-
lares, o en violación de garantías del debi-
do proceso...”9.

Tortura
En el presente período se contabilizaron

58 víctimas de tortura, lo que evidencia un
aumento del 93,33% con respecto al año ante-
rior, cuando se contabilizaron 30.

Esta cifra es la más alta registrada por Pro-
vea en los últimos 5 años, además de que es el
segundo período consecutivo en el que este
patrón sufre un aumento importante.

7. RED DE APOYO POR LA JUSTICIA Y LA PAZ: Tortura y Derechos Humanos: informe sobre la práctica de la
tortura en Venezuela y la obligación del Estado de prevenir y sancionar la tortura. Caracas, 2003. Pág. 10.

8 . COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS: Informe sobre la situación de los derechos hu-
manos en Venezuela. Doc. OEA/Ser.L/V/II.118. Costa Rica, 24.10.03. Párr. 22.

9 . Ídem. Párr. 364.

N °N °N °N °N °
P e r í o d oP e r í o d oP e r í o d oP e r í o d oP e r í o d o d e  V í c t i m a sd e  V í c t i m a sd e  V í c t i m a sd e  V í c t i m a sd e  V í c t i m a s

t o r t u r at o r t u r at o r t u r at o r t u r at o r t u r a

Oct  1999-Sep. 2000 21

Oct  2000-Sep.2001 37
Oct  2001-Sep.2002 17
Oct  2002-Sep.2003 30
Oct  2003-Sep.2004 58

FuenteFuenteFuenteFuenteFuente: Elaboración propia. Base de datos de Provea.

Cuadro N° 3

Del total de víctimas, 4 murieron como pro-
ducto de las mismas, 3 más que las registra-
das en el lapso anterior, cuando se registró
una muerte por esta causa .
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Al igual que en períodos anteriores, los
hombres fueron los más vulnerados, con el
62,07% de los casos, mientras que 6 víctimas
fueron niños o adolescentes. Los grupos más
victimizados fueron los siguientes: miembros
de la oposición (12 personas), indígenas (12),
familiares de víctimas de violación de dere-
chos humanos (1) y soldados (1). Finalmen-
te, un funcionario público también fue vícti-
ma de tortura.

El 56,90% de los casos (33) ocurrieron
durante investigaciones de un hecho
delictivo, mientras que el otro 43,10% (25)
ocurrió durante situaciones derivadas del
conflicto político10. Cinco de estos casos
acontecieron durante los sucesos del
27.02.04 al 05.03.04.

En este período, 5 cuerpos de seguridad
fueron denunciados por infligir torturas. El
37,93% de las víctimas (22), según las de-
nuncias conocidas, fueron producto de una
acción conjunta entre la GN y el Cuerpo de
Investigaciones Científicas, Penales y
Criminalísticas (CICPC).  El resto de los ca-
sos se distribuyen entre el Ejército con el
32,76% (19), la Dirección de Servicios de In-
teligencia y Prevención (DISIP) con el 13,79%
(8), el CICPC con el 6,90% (4), la GN con el
1,72% (1), la PE Bolívar con el 1,72% (1), y el
5,17% restante representa tres casos donde
se desconoce la identidad del organismo
policial denunciado.

Entre las prácticas de tortura registradas
en este período tenemos: aislamiento y/o pri-
vación de alimento, amenazas de violación o
muerte, suspensión del cuerpo por la manos,

golpes, cubrimiento de la cabeza con bolsa
plástica y quemaduras.

Un caso paradigmático por la cantidad de
víctimas afectadas (22) ocurrió el 30.12.03 en el
Municipio Cedeño (Edo. Bolívar). Allí se puso
en evidencia el uso de la tortura por parte de
organismos de seguridad, durante la investi-
gación de hechos delictivos, con el objetivo
de conseguir una declaración de culpabilidad
o datos sobre los posibles responsables. Las
22 víctimas fueron torturadas por funcionarios
de la GN y del CICPC, quienes buscaban infor-
mación sobre el secuestro de dos empresarios
del Edo. Guárico ocurrido en diciembre de 2003.
Dentro de este grupo, una de las denuncias
más relevantes fue la realizada  por los familia-
res de un  adolescente de 14 años, quienes
indicaron que los funcionarios lo colgaron des-
nudo de un árbol, le pegaron con un madero, le
colocaron una pistola en la boca y lo amenaza-
ron con cortarle los testículos si no confesaba
quiénes ayudaban a los secuestradores de los
empresarios11. Otra víctima registrada durante
las investigaciones del secuestro, fue Esther
RIVERA, detenida por funcionarios del CICPC
el 22.02.04, en el fundo donde trabajaba, y tras-
ladada a un lugar boscoso. Allí la desnudaron,
le colocaron una bolsa plástica en la cabeza, la
golpearon y la amenazaron con violarla y per-
judicar a sus hijos si iba a la Fiscalía12.

Todas las denuncias de tortura ocurridas
durante las investigaciones del secuestro fue-
ron documentadas por la DP y el Ministerio
Público (MP), durante una visita a la zona. El
caso fue remitido a la Fiscalía 6ª de Caicara del
Orinoco, y la Defensora del Pueblo del Edo.

10. Se entiende por investigación de un hecho delictivo cuando los funcionarios responsables buscan información
para esclarecer un caso de robo, secuestro o cualquier otro delito común. Por otra parte, la investigación de
carácter político se refiere, en esta ocasión, a la búsqueda de información relativa a actividades de partidos de
oposición.

11. Aumentan denuncias de tortura por parte de los cuerpos de seguridad. El Nacional, 08.02.04, pág. B-23.
12. Carolina Maffia: Campesina de la Urbana acusa a funcionarios del Cicpc de torturarla. Correo del Caroní,

02.03.04, pág. D-5.
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Bolívar presentó un oficio al Gral. de Brigada
de la GN con el objetivo de solicitar informa-
ción sobre los hechos ocurridos. Hasta el cie-
rre de este Informe, la Defensora no había re-
cibido respuesta alguna13.

Un ejemplo de la aplicación de tortura por
parte de organismos policiales en investiga-
ciones de carácter político, es el de Juan CAS-
TELLANO, quien, según su denuncia, fue de-
tenido el día 30.05.04, durante el proceso de
verificación de firmas para la convocatoria al
referendo revocatorio del Presidente de la Re-
pública, efectuado por el Consejo Nacional Elec-
toral (CNE). Efectivos de la Disip se lo llevaron
detenido, con los ojos vendados, acusándolo
de activar un aparato explosivo y de ser miem-
bro del partido de oposición Bandera Roja. Lo
trasladaron a un lugar desconocido, donde lo
golpearon durante dos horas para que se
responsabilizara de la explosión. Durante el in-
terrogatorio, también le preguntaron sobre cé-
dulas clonadas y datos de dos personas14.

Tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes

El número de víctimas de  tratos o penas
crueles, inhumanos o degradantes (491) pre-
sentan un aumento importante del 93,31% con
respecto al período anterior (254). Este aumen-
to se acerca mucho a las 500 víctimas del pe-
ríodo octubre 2001-septiembre 2002, el más
alta registrada en los últimos cinco años15 .

Los hombres, con el 49,08%, siguen sien-
do los más afectados. Entre las principales
víctimas se registraron 196 integrantes o sim-
patizantes de partidos de oposición, 102 ni-
ñas, niños o adolescentes, 21 reclutas o sol-
dados y 13 periodistas. La mayoría de los ca-

sos, 44,40% (218), ocurrieron durante los su-
cesos del 27.02.04 al 05.03.04 (La Guarimba);
el 18,74% (92 casos) en el contexto de mani-
festaciones pacíficas o violentas en donde
hubo exceso por parte de los funcionarios de
seguridad; el 18,33% (90 casos) ocurrieron
cuando funcionarios se encontraban cum-
pliendo funciones propias a sus cargos; y el
6,11% (30 casos) por abuso de poder por par-
te de los funcionarios.

Bajo este patrón fueron denunciados 33
cuerpos de seguridad. Los responsables, en
320 víctimas (65,17%) fueron organismos del
ámbito nacional, siendo la GN el más señala-
do, con 256 víctimas (52,14%). De las policías
que actúan en el ámbito regional o estadal, se
destaca la PE Aragua con el mayor número de
denuncias, al reportarse 42 víctimas (8,55%).
Continúan las Policías Municipales con 38
casos. La actuación de distintos cuerpos de
seguridad en acciones conjuntas representó
el 3,67% de responsabilidad por víctimas de
malos tratos.

Clasificando a las víctimas por el tipo de
lesión, tenemos que 348 (70,88%) recibieron
golpes, 32 (6,52%) fueron agredidas con obje-
tos contundentes, 89 (18,13%) sufrieron sínto-
mas de asfixia, 8 víctimas (1,63%) denunciaron
maltrato psicológico, a 2 de ellas (0,41%) les
aplicaron electricidad, y las 12 víctimas restan-
tes (2,44%) sufrieron otro tipo de lesiones16.

En este período preocupa particularmente
la cantidad de casos de maltratos contra reclu-
tas, soldados o aspirantes a funcionarios de
policía, por parte de sus superiores. Un caso
que tuvo repercusión pública fue el de los 8
soldados que sufrieron quemaduras dentro de
una celda de castigo en el Fuerte Mara (Edo.

13. Denuncia de Elides González, Defensora del Pueblo del Edo. Bolívar, ante Provea. Caracas, 28.01.04.
14. Denuncia de Juan Castellanos ante Provea. Caracas, 03.06.04.
15. PROVEA: Informe Anual 1002-2003. Caracas, 2003. Pág. 565.
16. Si la víctima fue objeto de más de un tipo de maltrato se utilizó para esta clasificación el más grave.
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Zulia) el 30.03.04. Las ocho víctimas, identifi-
cadas como Ángel Ciro PEDREÁÑEZ (20),
Alcides MARTÍNEZ (20), Orlando BUSTA-
MANTE (20), César CAMBAR (23), Abrahan
MENA (19), Eusebio REYES GÁLVEZ (19),
Ángel MEDINA y Mauricio PULGAR ÁÑEZ,
se encontraban  hacinados en una celda de 6
m2. Los soldados, con la intención de que sus
superiores los dejaran en libertad, decidieron
incendiar las colchonetas donde dormían. Los
responsables de su custodia tardaron más de
30 minutos en acudir y sacarlos de la celda, y
dos de los soldados murieron por la gravedad
de las quemaduras. En este caso, los superio-
res y los custodios fueron negligentes, porque
no garantizaron la integridad de personas que
estaban bajo su tutela.

Heridos
El número de heridos (157) acusó un in-

cremento del 31,93% en relación con la cifra
del período anterior, cuando se registraron
119 casos.

Entre las víctimas se destacan 73 integran-
tes o simpatizantes de partidos de oposición;
9 niñas, niños y adolescentes; y 3 periodis-
tas. Los hombres continúan siendo las vícti-
mas más frecuentes bajo este patrón, regis-
trando el 51,59% (81), aunque disminuyó con
respecto al período anterior, donde represen-
taban el 94,1%. Las mujeres contabilizaron el
12,10% (19) de los casos y sobre el restante
36,31% (57) no se obtuvo información.

En el contexto de los sucesos ocurridos
en las protestas de la oposición conocidas
como La Guarimba (febrero y marzo de 2004),
ocurrieron el 47,77% de los casos (75); en
manifestaciones pacíficas reprimidas u obs-
taculizadas por organismos de seguridad se
contabilizó el 29,30% (46 casos); mientras que

el 15,29% (24 casos) ocurrió cuando funcio-
narios se encontraban en cumplimiento de sus
funciones. El 3,18% (5) durante desalojos, el
2,55% (4) por abuso de poder, el 0,64% (1) por
acoso a  familiares, testigos o víctimas de vio-
laciones de derechos humanos, y el restante
1,27% (2) por otras causas.

De los 22 cuerpos de seguridad señala-
dos bajo este patrón, los del ámbito nacional
predominan con el 44,59% (70), resaltando la
GN como el organismo más denunciado al re-
gistrar el 40,13% (63) de las víctimas. Siguen
las Policías Regionales con el 41,40% (65),
entre las cuales se destaca la PE Nueva
Esparta con el 12,10% (19). Las Policías Mu-
nicipales registraron el 14,01% (22), donde el
8,92% (14) pertenecen a la Policía del Munici-
pio Urdaneta (Edo. Miranda). El 1,91% (3) res-
tante lo constituye la actuación de distintos
cuerpos de seguridad en acciones conjuntas.

El 78,34% de los heridos (123) recibió im-
pacto de perdigones, el 19,75% (31) fue heri-
do por armas de fuego, mientras que el 1,91%
(3) de las víctimas sufrió heridas abiertas a
consecuencia de los golpes producidos con
objetos contundentes.

Este período se caracterizó por el uso in-
necesario o desproporcionado de escopetas
de perdigones o armas de fuego por parte de
funcionarios de los cuerpos de seguridad, en
la resolución de conflictos gremiales, socia-
les o políticos. Un caso que ilustra esta situa-
ción fue el ocurrido el 04.11.03, cuando traba-
jadores de la Siderurgia del Orinoco (Sidor)
realizaban una asamblea frente a los portones
de la empresa. Funcionarios de la GN repri-
mieron la asamblea, lanzando bombas
lacrimógenas y disparando perdigones con-
tra los presentes, causándole una lesión en la
cabeza al trabajador Jesús HENRÍQUEZ17.

17. Prensa de Guayana, 05.11.03, pág. 6-A.
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Amenazas y hostigamientos
Para este período se contabilizaron 82 víc-

timas de amenazas y hostigamientos, lo que
representa una disminución del 25,45% res-
pecto al anterior (110), marcando una tenden-
cia a la baja, ya que es el segundo período
consecutivo en el que este patrón presenta
una reducción de los casos registrados (en el
período anterior se registró un 34,90%).

El 50% de las víctimas (41) sufrieron aco-
so por ser activistas de derechos humanos,
testigos o familiares de víctimas. Esta cifra,
comparada con el período pasado, registró un
aumento del 78,26% (23). Le siguen las vícti-
mas por abuso de poder con el 20,73% (17);
las amenazas a víctimas de violaciones de
derechos humanos18 con un 14,63% (12); el
6,10% de los casos (5) consistió en acoso a
fiscales del MP19 ; el 4,88% (4) en acoso a opo-
sitores, y el 3,66% (3) restante se obedeció a
otras causas.

De los 18 cuerpos de seguridad denuncia-
dos por amenazas y hostigamiento, los orga-
nismos del ámbito nacional contabilizan el
43,90% de las víctimas (36), destacándose el
Ejército con 18,29% (15). Las Policías
Estadales poseen el 32,93% de los casos (27),
y entre ellas resalta la PE Aragua con el 13,41%
(11). Por otro lado, a las Policías Municipales
se les atribuye el 23,12% de los casos (19) y el
1,22% (1) sucedió por la actuación conjunta
de distintos cuerpos de seguridad.

18. Bajo este patrón se registraron las denuncias de víctimas de violaciones de derechos humanos que fueron ame-
nazadas por los funcionarios para que no relaten los hechos, pero donde no existe evidencia de acoso posterior.

19. Bajo este patrón se registraron las denuncias de fiscales del Ministerio Público que llevan casos de violaciones
de derechos humanos y han recibido amenazas o amedrentamientos para que no realicen las investigaciones,
presumiblemente realizadas por funcionarios.

20. Juan Fereira: Observatorio de Prisiones solicita protección para testigos amenazados por funcionarios. El
Correo del Caroní, 31.01.04, pág. D-5.

21. Juan Fereira: Cicpc y GN amenazan a testigos de masacre de cárcel de Vista Hermosa. El Correo del Caroní,
30.01.04, pág. D-6.

22. Alexander Duarte, Coordinador de Análisis y Evaluación de Medios del Ministerio Público, en comunicación
enviada a Provea en fecha 28.05.04.

Un caso que ilustra el hostigamiento a
testigos y familiares de víctimas de violacio-
nes de derechos humanos es el que afectó a
las personas relacionadas con los reclusos
asesinados el 10.11.03 en la Cárcel de Vista
Hermosa (Edo. Bolívar), donde se presume
como responsables a funcionarios de la GN.
Al menos dos reclusos denunciaron constan-
tes hostigamientos para evitar que declaren
sobre los acontecimientos20, y la Defensora
del Pueblo del Edo. Bolívar, Elides González,
denunció las frecuentes intimidaciones a los
familiares de las víctimas, quienes tienen mie-
do de hacer pública la denuncia por las posi-
bles represalias21.

Además del hostigamiento a testigos y
familiares, en este período también se presen-
taron hostigamientos a escabinos y fiscales
del MP relacionados con juicios por violacio-
nes a los derechos humanos. Tal es el caso
del Fiscal 2º en Derechos Fundamentales,
Víctor CEVILLA, quien el 17.02.04 solicitó una
medida de protección ante el Tribunal 4º de
Control del Edo. Bolívar, después de hallar
durante un allanamiento relacionado con  las
investigaciones de la masacre de la cárcel de
Vista Hermosa, un video en el que se observa
al Fiscal, su vehículo, su residencia y la es-
cuela de sus hijos22.

Allanamientos
La cifra de víctimas de allanamientos sin

orden judicial totalizó 60, lo que representa
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un incremento del 11,11% con respecto al pe-
ríodo anterior (54).

De las víctimas podemos destacar 15 inte-
grantes o simpatizantes de partidos de oposi-
ción y 13 niñas, niños o adolescentes. Del
total de los casos, el 70% (42) se produjo cuan-
do funcionarios se encontraban investigan-
do un hecho delictivo, y el 30% (18) ocurrie-
ron cuando el objetivo de la investigación de
los funcionarios eran las actividades de los
partidos de oposición, de los cuales 5 casos
(8,33%) acontecieron durante los sucesos del
27.02.04 al 05.03.04.

En este período, los cuerpos de seguridad
denunciados por la práctica de allanamientos
sin orden judicial sumaron 9. En cuanto a la
distribución de responsabilidades, los organis-
mos del ámbito nacional contabilizan el 31,67%
(19),  sobresaliendo la Disip con el 16,67% de
los casos. Los organismos de seguridad del
ámbito regional totalizaron el 63,33% (38), don-
de destaca la PE Aragua con el 41,67% (25) de
las víctimas; y los del ámbito municipal regis-
traron el 5% (3). Los 3 casos restantes se acre-
ditan a la actuación de distintos cuerpos de
seguridad en acciones conjuntas.

Preocupa a Provea que los funcionarios de
organismos de seguridad realicen como prácti-
ca común el allanamiento ilegal y violento de
las viviendas donde se presume se encuentran
los responsables de un hecho delictivo o al-
guien que pudiera dar información sobre un
caso. Un claro ejemplo de este tipo de accio-
nes lo constituyeron los allanamientos realiza-
dos por funcionarios de la PE Aragua el
01.01.04 a casas de habitantes de Los Hornos
(Edo. Aragua) en el marco de las investigacio-

nes del asesinato de un niño que muriera en
medio de un enfrentamiento entre bandas
delictivas. Los familiares de las personas dete-
nidas denunciaron que los funcionarios
irrumpieron en sus casas sin orden judicial y
sin la presencia de fiscales del MP. Por su par-
te, los funcionarios indicaron a la prensa que
seguirán realizando los allanamientos hasta dar
con el paradero de los culpables de la muerte
del niño, porque los familiares exigen justicia23.

Por otra parte, una práctica que se eviden-
ció en este período es el allanamiento a sedes
o casas identificadas con partidos políticos
de oposición, en busca de información sobre
las actividades que estos realizan. Tal es el
caso del allanamiento realizado por funciona-
rios de la Disip a la Quinta San Onofre (Cara-
cas), luego de recibir una denuncia según la
cual allí funcionaba un centro de clonación
de cédulas. El hecho ocurrió el 30.05.04, du-
rante la jornada de verificación de firmas para
convocar el referéndum revocatorio del Presi-
dente de la República, motivo por el cual la
residencia funcionaba como centro logístico
para los testigos del proceso de reparos. Los
funcionarios se presentaron sin orden judi-
cial y le dijeron a la dueña de la casa “que
podían hacerlo amistosamente o regresar
posteriormente con una orden”24.

Sucesos del 27 de febrero al 5
de marzo de 2004 (La Guarimba)

El viernes 27.02.04, sectores de la oposi-
ción convocaron a una marcha con el propó-
sito de entregarle a los mandatarios asisten-
tes a la cumbre del Grupo de los 1525 un docu-
mento en el cual expresaban su descontento

23. Judith Castillo: Familiares de retenidos en Los Hornos protestan por redadas policiales. El Siglo, 14.01.04,
pág. B-13.

24. Disip allanó centros de información y partidos políticos. Notitarde, 31.05.04, pág. A-5.
25. El Grupo de los 15 está conformado por mandatarios y delegaciones diplomáticas de 19 países en vía de desarro-

llo: Argelia, Argentina, Colombia, Brasil, Chile, Egipto, India, Indonesia, Irán, Jamaica, Kenia, Malasia, México,
Nigeria, Sri Lanka, Perú, Senegal, Venezuela y Zimbabwe.
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por el desempeño del Consejo Nacional Elec-
toral (CNE), en relación con el proceso de so-
licitud del referendo revocatorio contra el Pre-
sidente de la República.

El cordón de seguridad que conformaban
los efectivos de la GN26, los repelió, de manera
desproporcionada, con bombas lacrimógenas
y perdigones de plástico. Estos hechos, junto
a la decisión oficial del CNE de convocar a un
proceso de rectificación de1 millón 400 mil fir-
mas, dio comienzo a seis días de continuas pro-
testas de calle, conocidas como La Guarimba;
los manifestantes cerraron y obstaculizaron las
principales vías de tránsito, instalando barri-
cadas, quemando objetos y en algunos casos

26. La Policía Metropolitana, institución responsable de la custodia y resguardo de las manifestaciones en la ciudad
de Caracas, no se presentó al lugar.

27. Las protestas se presentaron en Caracas, Anzoátegui, Aragua, Bolívar, Carabobo, Falcón, Guárico, Lara, Mérida,
Miranda, Táchira, Yaracuy y Zulia.

destruyendo bienes públicos o privados y en-
frentándose con organismos de seguridad.

Las manifestaciones comenzaron en el Este
de Caracas, pero se extendieron a otras ciuda-
des del interior del país, afectando 12 de los 21
estados del país27. El Ejecutivo Nacional, dado
el nivel de violencia de alguna de las protestas
y ante la omisión de algunas policías munici-
pales y estadales, dio la orden a efectivos de la
GN y del Ejército,de mantener despejadas las
vías públicas más importantes.

Durante estos hechos se denunciaron
numerosos casos de personas heridas o
maltratadas, pero Provea solo contabilizó
aquellos donde el responsable era claramen-

lugarlugarlugarlugarlugar

Área Metropolitana de Caracas 46 24 4 0 10 0 0 8 48 48 48 48 4

Estado Anzoátegui 0 1 2 0 8 0 3 1 41 41 41 41 4

Estado Aragua 0 0 0 0 0 0 0 00000

Estado Bolívar 0 0 2 0 4 0 0 66666

Estado Carabobo 1 0 0 0 7 0 0 88888

Estado Falcón 0 0 0 0 13 0 0 1 31 31 31 31 3

Estado Guárico 2 0 0 0 0 0 0 22222

Estado Lara 0 0 0 0 11 0 0 1 11 11 11 11 1

Estado Mérida 2 20 3 1 1 0 0 2 72 72 72 72 7

Estado Miranda 1 0 0 0 0 0 0 11111

Estado Táchira 0 2 0 0 5 0 0 77777

Estado Yaracuy 0 1 0 0 1 0 0 22222

Estado Zulia 0 0 0 0 7 0 0 77777

T o t a lT o t a lT o t a lT o t a lT o t a l 5 25 25 25 25 2 4 84 84 84 84 8 1 11 11 11 11 1 11111 6 76 76 76 76 7 00000 33333 1 8 21 8 21 8 21 8 21 8 2

FuenteFuenteFuenteFuenteFuente: Elaboración propia, con datos de la DEFENSORÍA DEL PUEBLO: Informe preliminar Derechos Humanos, 27 de Febrero al 05 Marzo. Caracas, marzo de 2004.
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Cuadro N° 4

Número de víctimas durante los sucesos del 27.02.04 al 05.03.04
Catalogados por la Defensoría del Pueblo
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te un funcionario del Estado. Como dato
para entender la magnitud de los hechos,
referimos a continuación el total de las de-
nuncias de víctimas catalogadas por orga-
nizaciones de derechos humanos, medios
impresos o la DP.

El saldo final de violaciones al derecho a
la integridad personal durante estos hechos
fue de 303 casos, 35,73% del total de víctimas
contabilizadas en este período, donde 218 víc-
timas (71,95%) sufrieron tratos o penas crue-
les, inhumanos o degradantes, 75 (24,75%)

fueron heridas, 5 (1,65%) fueron torturadas y
5 (1,65%) sufrieron de allanamientos ilegales
a sus viviendas.

Del total de víctimas registradas durante
este suceso, el 39,27% (119) son de sexo mas-
culino28. Además, se registraron 13 casos de
niños con menos de 12 años y 23 con edades
comprendidas entre los 12 y 18 años29, lo que
nos da un total de 36 casos pertenecientes al
grupo de niñas, niños y adolescentes.  Por
otro lado, entre las víctimas también se desta-
can 11 periodistas.

28. De un total de 303 víctimas registradas por Provea, se cuenta con información sobre el sexo de 140 de ellas, lo
que representa un 46,20% del total.

29. De un total de 303 víctimas registradas por Provea, se cuenta con información sobre la edad de 87 de ellas, lo que
representa un 28,71% del total.
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Cuadro N° 5

Número de Víctimas durante los sucesos del 27.02.04 al 05.03.04
catalogados por Cofavic

LLLLL u g a ru g a ru g a ru g a ru g a r

Denuncias recibidas CafavicDenuncias recibidas CafavicDenuncias recibidas CafavicDenuncias recibidas CafavicDenuncias recibidas Cafavic

Área Metropolitana de Caracas 3 1 0 0 174 0 0 1 7 81 7 81 7 81 7 81 7 8

Estado Lara 0 0 0 0 20 0 0 2 02 02 02 02 0

Bomberos de CaracasBomberos de CaracasBomberos de CaracasBomberos de CaracasBomberos de Caracas

Área Metropolitana de Caracas 14 5 1 0 0 400 1 4 2 14 2 14 2 14 2 14 2 1

Cruz Roja VenezolanaCruz Roja VenezolanaCruz Roja VenezolanaCruz Roja VenezolanaCruz Roja Venezolana 1 0 0 0 7 0 0 88888

Área Metropolitana de Caracas 11 2 2 0 0 0 1 1 61 61 61 61 6

Dirección de socorroDirección de socorroDirección de socorroDirección de socorroDirección de socorro

Área Metropolitana de Caracas 3 4 2 0 7 6 2 2 42 42 42 42 4

Clínica El AvilaClínica El AvilaClínica El AvilaClínica El AvilaClínica El Avila

Área Metropolitana de Caracas 4 0 2 0 1 0 0 77777

Medios impresosMedios impresosMedios impresosMedios impresosMedios impresos

Área Metropolitana de Caracas 4 0 0 0 1 0 0 55555

Estado Anzoátegui 0 0 0 0 0 0 5 55555

Estado Carabobo 0 0 1 0 0 0 0 11111

TotalesTotalesTotalesTotalesTotales 3 93 93 93 93 9 1 21 21 21 21 2 88888 00000 2 0 32 0 32 0 32 0 32 0 3 4 0 64 0 64 0 64 0 64 0 6 99999 6 7 76 7 76 7 76 7 76 7 7

FuenteFuenteFuenteFuenteFuente: Elaboración propia Con datos de COMITÉ DE VÍCTIMAS DE LOS SUCESOS DE FEBRERO Y MARZO DE 1989 (COFAVIC): Informe sobre los Sucesos
27 de febrero al 04 de marzo 2004. Venezuela. Marzo 2004.
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Durante estos sucesos fueron denuncia-
dos 12 cuerpos de seguridad. Los organis-
mos del ámbito nacional contabilizan el
78,55% (239) de las víctimas, de las cuales la
GN es responsable del 74,59% (226). A los
organismos del ámbito regional se les atribu-
ye el 13,53% (41) de los casos, y a los munici-
pales el 7,26% (22). Por último, se presentó
solo un caso (0,33%) cuya responsabilidad
se atribuye a la acción conjunta de distintos
cuerpos de seguridad.

Las tres entidades federales que concen-
tran el mayor número de víctimas de violacio-
nes a la integridad personal son: Caracas con
107 (35,31%), el Edo. Zulia con 55 (18,15%), y
el Edo. Miranda con 43 (14,19%).

En los 5 casos registrados como tortura,
los funcionarios buscaban información sobre
las actividades de partidos de oposición. Tal
es el caso del dirigente del partido Bandera
Roja, Félix FARÍAS, quien denunció que fue
detenido el 01.03.04 cerca de su residencia en

LLLLL u g a ru g a ru g a ru g a ru g a r

Caracas  15 1  7 18 61 1 0 21 0 21 0 21 0 21 0 2

Edo. Apure        00000

Edo. Aragua  3     3 66666

Edo. Anzoátegui  0    1 1 22222

Edo. Barinas  0     1 11111

Edo. Bolívar  13    2 1 1 61 61 61 61 6

Edo. Carabobo  0     6 66666

Edo. Cojedes  0      00000

Edo. Delta Amacuro        00000

Edo. Falcón        00000

Edo. Guárico  0      00000

Edo. Lara  0      00000

Edo. Miranda  20    21 2 4 34 34 34 34 3

Edo. Mérida  1     14 1 51 51 51 51 5

Edo. Monagas       3 33333

Edo. Nueva Esparta  19     1 2 02 02 02 02 0

Edo. Portuguesa        00000

Edo. Sucre  0      00000

Edo. Táchira  0     4 44444

Edo. Vargas  3     0 33333

Edo. Yaracuy       17 1 71 71 71 71 7

Edo. Zulia       55 5 55 55 55 55 5

T o t a lT o t a lT o t a lT o t a lT o t a l 00000 7 47 47 47 47 4 11111 00000 77777 4 24 24 24 24 2 1 6 91 6 91 6 91 6 91 6 9 2 9 32 9 32 9 32 9 32 9 3

FuenteFuenteFuenteFuenteFuente: Elaboración propia. Base de datos de Provea.
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Cuadro N° 6

Número de Víctimas de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes y heridos
ocurridas durante los sucesos del 27.02.04 al 05.03.04. Catalogados por Provea
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30. COMITÉ DE VÍCTIMAS DE LOS SUCESOS DE FEBRERO Y MARZO DE 1989 (COFAVIC): Informe sobre los
Sucesos 27 de febrero al 04 de marzo 2004 Venezuela. Marzo, 2004. Pág. 20.

31. Ramón Navarro: Llueven casos de vejaciones. El Nacional, 04.03.04, pág. A-2.

Caracas. Según su denuncia, lo introdujeron
en una camioneta y le taparon la cara con un
pasamontañas para que no pudiera ver. “Du-
rante una hora y media estuvieron quemán-
dome los brazos con algo que parece un te-
nedor, recibiendo cachazos por la cabeza,
además de las amenazas de muerte”30. Du-
rante el interrogatorio, le preguntaron si los
dirigentes de Bandera Roja poseían armas31.

El patrón de tratos o penas crueles, inhu-
manos o degradantes contabilizó el porcentaje
más alto de víctimas, registrando 71,95% (218)
de ellas. De este total, el 59,63% de los casos
(130) ocurrieron cuando la víctima se encon-
traba detenida en algún recinto de seguridad,
el 28,90% (63) mientras participaba en una ma-
nifestación pacífica, el 2,29% (5) mientras par-
ticipaba en una manifestación violenta y el
3,21% (7) en otras circunstancias, quedando
un 5,96% (13) de casos donde no fue posible
identificar el contexto de la violación.

Preocupa a Provea la cantidad de denun-
cias de personas agredidas mientras se encon-
traban detenidas por participar en manifesta-
ciones. Como ejemplo de estas violaciones te-
nemos los casos de David AMUNDARAÍN
(19), Herbert PRADA (21), José Rafael
PERALTA (20), Rodrigo ALEGRETT (21), José
Ramón MELO (26) y Ángel DAVIOTT (24),
quienes fueron detenidos por funcionarios de
la GN el 29.02.04 en las inmediaciones de la
Plaza Francia de Altamira (Caracas). Todas las
víctimas fueron detenidas y enviadas al Inter-
nado Judicial de La Planta por la presunta co-
misión de los delitos de obstrucción de la vía
pública, detentación de artefactos explosivos
e incendiarios, agavillamiento, instigación a
delinquir y resistencia a la autoridad. La her-

PatrónPatrónPatrónPatrónPatrón %%%%%

Torturas 58 5 8,62%

Tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes 491 218 44,40%

Heridos 157 75 47,77%

Allanamientos ilegales 60 5 8,33%

Amenazas u hostigamiento 82 0 0 %

TotalTotalTotalTotalTotal 848 303 35,73%

FuenteFuenteFuenteFuenteFuente: Elaboración propia. Base de datos de Provea.

Cuadro N° 7
Relación entre el número de víctimas

de violaciones al derecho a la integridad personal
entre el período oct.03 - sep.04

y los sucesos del 27.02.04 al 05.03.04
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E n t i d a dE n t i d a dE n t i d a dE n t i d a dE n t i d a d N °N °N °N °N ° %%%%%
F e d e r a lF e d e r a lF e d e r a lF e d e r a lF e d e r a l d e  V í c t i m a sd e  V í c t i m a sd e  V í c t i m a sd e  V í c t i m a sd e  V í c t i m a s

Caracas 107 35,31

Edo. Aragua 6 1,98

Edo. Anzoátegui 2 0,66

Edo. Barinas 1 0,33

Edo. Bolívar 17 5,61

Edo. Carabobo 10 3,30

Edo. Miranda 43 14,19

Edo. Mérida 15 4,95

Edo. Monagas 3 0,99

Edo. Nueva Esparta 20 6,60

Edo. Táchira 4 1,32

Edo. Vargas 3 0,99

Edo. Yaracuy 17 5,61

Edo. Zulia 55 18,15

T o t a lT o t a lT o t a lT o t a lT o t a l 3 0 33 0 33 0 33 0 33 0 3 1 0 0 , 0 01 0 0 , 0 01 0 0 , 0 01 0 0 , 0 01 0 0 , 0 0

FuenteFuenteFuenteFuenteFuente: Elaboración propia. Base de datos de Provea.

Cuadro N° 8
Distribución de las víctimas de violaciones

al derecho a la integridad personal durante
los sucesos del 27.02.04 al 05.03.04

por entidad federal
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mana de ALEGRETT denunció que durante la
detención se los golpeó, se les aplicó electrici-
dad, fueron robados, amenazados, agredidos
con peinillas, y en la noche expuestos a la in-
temperie y sometidos a otras vejaciones como
baños de agua fría y aplicación de polvos
irritantes32. Por otro lado, el padre de DAVIOTT
denunció que cuando los detuvieron, a uno de
los muchachos le fracturaron el tabique nasal
y otro recibió un golpe en el oído que le produ-
jo una hemorragia33. El caso de estos 6 mucha-
chos está siendo investigado por el fiscal 125
del Ministerio Público (MP)34.

Por otro lado, de los 75 casos catalogados
como de heridos, el 56% (42) ocurrieron du-
rante manifestaciones pacíficas, el 25,33% (19)
en manifestaciones violentas, el 2,67% (2)
mientras la víctima se encontraba detenida, el
2,67% (2) en otras circunstancias, y so-
bre13,33% (10) de los casos no se pudo deter-
minar el contexto. Casi la totalidad de las heri-
das fue por perdigones, a excepción de un
caso donde la víctima recibió golpes con un
objeto contundente. Como ejemplo represen-
tativo de un caso ocurrido durante manifesta-
ciones pacíficas, tenemos a Pedro Alejandro
MARTÍN VALERA, quien fue herido por efec-
tivos de la GN durante la marcha del 27.02.04.
Los funcionarios, además de golpearlo, le dis-
pararon perdigones a quemarropa por la es-
palda, causándole una herida que le dañó los
terminales nerviosos de esa zona35.

Por último, 2 de los allanamientos ocurridos
durante estos sucesos fueron a sedes de parti-

dos de oposición, mientras en los otros 3 casos
los allanamientos se realizaron por encontrarse
la vivienda cerca de una manifestación.

Con respecto a las actuaciones del Ejecu-
tivo Nacional, inicialmente los funcionarios
restaron importancia a las denuncias hechas
en prensa. El ministro de la Defensa, Jorge
Luis García Carneiro, en relación con los mal-
tratos ocasionados por una funcionaria de la
GN a Elinor MONTES, quien participaba de la
marcha opositora el 27.02.04, declaró en un
programa televisivo que celebraba “la gallar-
día, la fortaleza y la unidad con la que han
actuado las Fuerzas Armadas, porque han
demostrado que tienen clara la misión para
la cual fueron designadas”36. Por su parte el
Vicepresidente, José Vicente Rangel, declaró
el 04.03.04 que “La acción de la fuerza públi-
ca, absolutamente controlada y racional, ha
sido la respuesta natural del Estado a un
desbordamiento delictivo que los propios
vecinos de los lugares afectados repudian”37,
y con respecto a las denuncias de las viola-
ciones indicó “No ha habido un solo caso de
tortura y en caso de producirse excesos, el
gobierno es el más interesado en que se in-
vestiguen a través de los organismos respec-
tivos, Defensoría del Pueblo y Fiscalía Ge-
neral de la República”38.

El Foro por la Vida rechazó “…la felicita-
ción pública que, tanto el Presidente de la Re-
pública, como el Ministro de la Defensa, reali-
zaron, en general, a la Guardia Nacional por
su actuación en el control de esas manifesta-

32. Adriana Alegrett Salazar: Víctima de violación de derechos humanos en Venezuela [en línea], mensaje electró-
nico enviado a la lista Asamblea de Educación el 10.03.04.

33. Iba a trabajar y fue detenido. El Nacional, 11.03.04, pág. A-2.
34. Fiscalía investiga 11 denuncias de torturas. El Universal, 10.03.04, pág. 1-4.
35. COFAVIC: op.cit.
36. García Carneiro celebra “gallardía” de la FAN. Tal Cual, 04.03.04, pág. 2.
37. Rangel: Acción de la GN ha sido “controlada y racional”. El Mundo, 05.03.04, pág. 3.
38. Ídem.
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ciones, sin condenar los posibles abusos, exce-
sos o graves violaciones a los derechos huma-
nos. Aunque no puede hacerse una generaliza-
ción, resulta evidente la comisión de delitos
por parte de algunos funcionarios de la GN,
que no pueden justificarse en los ataques o
disparos que en algunos casos recibieron.
La felicitación gubernamental generalizada,
así como la descalificación de toda denun-
cia de violación a los derechos humanos, se
convierte en un mecanismo que estimula la
impunidad de las violaciones a los derechos
humanos ocurridas durante estos días y ha-
cen al Alto Gobierno corresponsable de los
delitos cometidos. Alientan, así mismo, la
comisión de nuevos excesos por parte de este
organismo de seguridad”39. Igualmente, con-
denó “…las omisiones de la Defensoría del
Pueblo en estos días de violencia. Esa insti-
tución tiene un mandato constitucional de
facilitar mediaciones sociales y velar por el
respeto a los derechos humanos, sin discri-
minación de ningún tipo. Según la informa-
ción disponible, la Defensoría del Pueblo ha
actuado sólo en defensa de unos derechos
(entre ellos el de la seguridad ciudadana y
el libre tránsito), efectivamente vulnerados
por unas autoridades (alcaldes y goberna-
dores de oposición) y no en defensa de todos
los derechos vulnerados, de todas las partes
involucradas en el conflicto”

El 10.03.04, el Fiscal General, Isaías
Rodríguez, declaró que el MP estaba atendien-
do las denuncias sobre presuntas torturas a

39. Foro por la Vida, Comunicado “Foro por la vida condena la represión y la felicitación genérica del gobierno a la
Guardia Nacional ignorando Los abusos y excesos”, 16.03.04 [en línea] <www.derechos.org.ve>

40. Fiscalía investiga 11 denuncias de torturas. El Universal, 10.03.04, pág. 1-4.
41. DEFENSORÍA DEL PUEBLO: Informe preliminar Derechos Humanos, 27 de Febrero al 05 Marzo. Caracas, marzo

de 2004. Pág. 51.
42. Ídem. Pág. 55.
43. Adela Leal: Chávez dice que en el oficialismo no tienen miedo de ir a reparos. El Nacional, 29.03.04, pág. A-2.

detenidos y que se habían asignado dos fis-
cales para atender nueve casos de Caracas y
un caso del Edo. Zulia40.

El día 26.03.04, la DP publicó su informe
sobre los sucesos, en el que denuncia que
“la acción de algunos efectivos de la GN
pudo ser desproporcionada, tanto en la uti-
lización de las bombas lacrimógenas, como
en la forma en que se utilizaron las descar-
gas de perdigones [...] los cuerpos de seguri-
dad incurrieron en excesos en el uso de la
fuerza, posibles detenciones arbitrarias,
malos tratos, e incluso, torturas”41. Entre las
recomendaciones hechas por el organismo
destaca la de “Iniciar las averiguaciones para
determinar las responsabilidades de actos
irregulares cometidos por efectivos de los
cuerpos de seguridad del Estado, bajo su
competencia, durante las manifestaciones
realizadas en nuestro País desde el 27 de
febrero hasta la presente fecha”42.

Por último, el Presidente de la República,
Rafael Hugo Chávez Frías, declaró el 29.03.04
en su programa dominical que “Si alguien se
le pasó la mano en el cumplimiento de su
obligación será investigado y si se compro-
baran casos precisos de excesos contra los
derechos humanos actuaremos sin contem-
placiones de ninguna especie”43. No obstan-
te, las declaraciones previas legitimando de
manera genérica las actuaciones de los orga-
nismos de seguridad, le restan peso a este
señalamiento y hacen temer que se trate de
un recurso retórico.
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